ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66001 31 09 006 2019 00035 01
ACCIONANTE: CARMEN LÍA SUÁREZ  VS. COLPENSIONES

                                                          ASUNTO: CONFIRMA DECISION

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECONOCIMIENTO PENSIÓN DE INVALIDEZ / POR ENFERMEDAD DEGENERATIVA, PROGRESIVA O CATASTRÓFICA / LA FECHA DE ESTRUCTURACIÓN PUEDE MOVERSE A CUANDO LA PERSONA PIERDE EN FORMA DEFINITIVA SU CAPACIDAD LABORAL / EN CUYO CASO SE DEBEN TENER EN CUENTA LAS COTIZACIONES POSTERIORES A LA CALIFICACIÓN PERICIAL / EN ESTE CASO NO LAS HUBO.
La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela. De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable”. (…)
La  jurisprudencia de la Corte Constitucional ha recalcado que por regla  general el reconocimiento de derechos pensionales por vía de tutela no es procedente, en tanto la verificación de los requisitos exigidos por el ordenamiento para acceder a este tipo de prestaciones económicas corresponde a otros escenarios, administrativos o judiciales, en los que se debe surtir un debate de tal naturaleza…
… la entidad demandada negó a la actora la prestación porque no se satisface el presupuesto relacionado con el número de semanas exigidas en la Ley 860 de 2003, en los últimos tres años anteriores a la estructuración, siendo la determinación de esa fecha en que se plantea el debate, ya que la  apoderada de la señora Suárez insiste en que se debe tener como fecha de estructuración de la PCL la última fecha de cotización al sistema pensional de su mandante,  esto es el 31 de marzo de 2014, pues las enfermedades padecidas por la misma son de índole degenerativa…

… las personas que sufren enfermedades degenerativas, progresivas o catastróficas la verdadera fecha de estructuración de la invalidez es el día en que pierde de forma definitiva y permanente su capacidad laboral, es decir, que para el reconocimiento pensional se deben tener en cuenta los aportes a pensiones realizados con posterioridad a la fecha de estructuración determinada por la Junta de Calificación de Invalidez.

En el caso concreto, la accionante no está ante esa particular circunstancia, toda vez que la misma dejó de cotizar desde el 31 de marzo de 2014 y mediante dictamen del 1º de noviembre de 2018, se determinó que la fecha de estructuración de su PCL corresponde al 14 de junio de 2017.  Es decir,  que no habría razón para aplicar el anterior precedente jurisprudencial en su beneficio en el entendido de que sus padecimientos son catalogados como degenerativos o progresivos, pues las reglas allí establecidas, como se vio, se contemplan para eventos en los cuales el afiliado continúo con sus aportes luego de la fecha de estructuración, situación que aquí no ocurre.
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SALA DE DECISIÓN PENAL 
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, doce (12) de junio de dos mil diecinueve  (2019)
Aprobado por Acta No.534
Hora: 11:50 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la apoderada judicial de la señora Carmen Lía Suárez frente al fallo proferido el 02 de mayo de 2019 por el Juzgado 6º Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de esta capital, dentro de la acción de tutela que instauró en contra de Colpensiones por considerar vulnerados los derechos fundamentales a la Dignidad Humana, Igualdad y Seguridad Social Integral.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. Del escrito introductorio de la demanda se desprenden los siguientes hechos: i) La señora Carmen Lía Suárez, nació el 06 de marzo de 1949, cuenta actualmente con 70 años; ii) se encuentra afiliada al régimen de prima media administrado por Colpensiones, donde registra un total de 749,43 semanas cotizadas desde el 1º de febrero de 1996 al 31° de marzo de 2014, o sea que tenía 50 semanas cotizadas antes de la fecha de estructuración de la invalidez; iii)  la accionante dejó de cotizar por razón a sus limitaciones físicas, dado que padece de enfermedades crónicas como (osteo) artrosis, diabetes mellitius, hipocausia neurosensorial bilateral, lumbago no especificado y transtorno afectivo bipolar;  iv) el 1º  de noviembre de 2018 Colpensiones calificó a la accionante, otorgándole un 52.5%  de pérdida de capacidad laboral, origen común de la enfermedad y fecha de estructuración el 14 de junio de 2017; v) el 22 de noviembre de 2018 la actora solicitó ante Colpensiones el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez; vi) mediante la Resolución SUB39544 del 15 de febrero de 2019 dicha entidad le negó el reconocimiento pensional; vii) mediante resolución DPE952 del 21 de marzo de 2019, Colpensiones confirmó lo dispuesto anteriormente, por no reunir requisitos exigidos por la ley 860 de 2003 ( norma vigente al momento de la estructuración).

La abogada de la accionante solicitó: i) tutelar los derechos fundamentales de la Señora Carmen Lía Suárez al mínimo vital, dignidad humana, igualdad y seguridad social integral; ii) ordenar a Colpensiones  se reconozca pensión de invalidez a favor de la Señora Carmen Lía Suárez tomando como fecha de estructuración su última cotización, es decir, el 31 de marzo de 2014 y iii) ordenar a Colpensiones el cumplimiento del fallo de tutela en los términos del artículo 27 de decreto 2591 de 1991 (Fls. 2-17)

2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 18-59). 

3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. COLPENSIONES

La directora de Acciones Constitucionales de la Administradora Colombiana de Pensiones, Colpensiones de la Gerencia de Defensa Judicial resaltó que de conformidad con el artículo 6º del decreto 2591 de 1991, la presente acción es improcedente por existir otros recursos o medios de defensa judicial, toda vez que las controversias que se presenten en el marco del Sistema de Seguridad Social entre afiliados, beneficiarios o usuarios, empleadores y entidades administradoras deberán ser conocida por la jurisdicción ordinaria laboral. 

Hizo énfasis en que la señora Carmen Lía Suárez no acredita las 50 semanas cotizadas dentro de los tres (3) años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, debido a que entre el 14 de junio de 2014y el 14 de junio de 2017, no acreditó semanas de cotización, De igual manera y respecto a la “condición más beneficiosa” señaló que la fecha de estructuración no se encuentra entre el 29 de diciembre de 2003 y el 29 de diciembre de 2006, por lo que no fue viable la aplicación de esta premisa. 

De igual manera, informó que Colpensiones obró de forma responsable y en derecho, pues en el acto administrativo proferido por esta entidad, se reflejó un debido estudio y respuesta debidamente motivada a la petición de la impetrada relacionada con el reconocimiento de pensión de Invalidez sin que exista vulneración alguna a los derechos de la demandante.

Resaltó la existencia de la vía ordinaria para agotar procedimiento administrativos y judiciales dispuestos pata tal fin y no reclamar su pretensión vía acción de tutela, ya que esta solo procede ante la inexistencia de otro mecanismo, por lo tanto, solicitó que se declare la improcedencia de la misma (Fls. 63-67).

Allegó copias de las resoluciones SUB39544 del 15 de febrero de 2019,  DPE 952 del 21 de marzo de 2019 (Fls. 68-72). 

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 2 de mayo de 2019, el Juzgado 6º Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Pereira, resolvió negar por improcedente la acción de tutela incoada por la señora Carmen Lía Suárez, por considerar que la accionante no reúne los requisitos exigidos para alcanzar su pensión de invalidez, además porque la tutela es de carácter residual y subsidiaria, es decir, que solo procede en los eventos en los que no exista un instrumento constitucional o legal diferente que le permita al actor solicitar ante los jueces ordinarios, la protección de sus derechos, salvo que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, el cual debe aparecer acreditado en el proceso. (Fls.73-79)

La apoderada de la señora Suárez fue notificada del anterior fallo con el oficio No. 762 del 02 de mayo de 2019 (Fl. 80 frente) y enviado al correo electrónico en la misma fecha (Fl. 80 vuelto).

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término legal para presentar la impugnación, el 6  de mayo de 2019, la abogada de la accionante allegó un escrito en el que indica que el A quo no tuvo en cuenta que su mandante es sujeto de especial protección constitucional, tanto por su edad como por la disminución física que llevó a que fuera calificada su pérdida de capacidad laboral por sus múltiples patologías, contando con un 52.5% de PCL.  Igualmente, resaltó la precaria situación económica de la actora, dado que vive de la caridad de algunos familiares y amigos, consideró que el juez de primer grado no valoró las pruebas que obran en el expediente y no hizo un análisis en su caso conforme a la jurisprudencia de la Corte Constitucional.
Reiteró las pretensiones que relacionó en el escrito introductorio de la demanda de tutela con el fin de solicitar que se revoque el fallo de primer nivel (Fls. 81-83). 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto
 6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario, hay lugar a revocarla de acuerdo a los planteamientos expuestos por la parte impugnante.

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”. (Subrayas nuestras)

6.5.  La  jurisprudencia de la Corte Constitucional ha recalcado que por regla  general el reconocimiento de derechos pensionales por vía de tutela no es procedente, en tanto la verificación de los requisitos exigidos por el ordenamiento para acceder a este tipo de prestaciones económicas corresponde a otros escenarios, administrativos o judiciales, en los que se debe surtir un debate de tal naturaleza, sin embargo, tratándose de casos en los que se evidencia que tales vías no conducen a un eficaz y oportuno amparo de los derechos fundamentales de quienes pretenden un reconocimiento pensional, esa Corporación ha sostenido que “… en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.”
 
6.6.  
No cabe duda entonces, que en este caso en particular están dados los requisitos jurisprudenciales para estudiar el asunto puesto en conocimiento por la abogada de la señora Carmen Lía Suárez, si se tiene en cuenta que este es un adulto mayor de 70 años de edad
, con movilidad reducida y con escasos medios económicos, según los dichos de su abogada, circunstancias que la hacen una persona de especial protección por parte del Estado, por su estado de debilidad manifiesta, máxime que la entidad accionada no desvirtuó tales circunstancias.   En tal virtud, superado el test de procedencia de la demanda de amparo, la Sala pasará a estudiar el caso en concreto con el fin de determinar si a la actora se le vulneraron sus derechos ante la negativa de la concesión de la pensión reclamada.  Con respecto a las personas que se encuentran en estado de indefensión, la Corte Constitucional en la Sentencia T-080 de 2008, señaló lo siguiente:

“(…) el juicio de procedibilidad de la acción de tutela no puede ser igual en todos los casos, pues este debe ser flexible cuando se trata de personas que se encuentran en estado de debilidad manifiesta y demandan una protección constitucional especial como son, los ancianos, los niños, las mujeres embarazadas, las madres o padres cabeza de familia o las personas que padecen algún tipo de discapacidad física o mental, eventos en los cuales la procedencia de la acción se hace menos estricta
.

En consecuencia, esta Sala llama la atención a los jueces de instancia de las acciones de tutela de la referencia, por cuanto quienes invocan el amparo de sus derechos fundamentales son personas que se encuentran en un estado de debilidad manifiesta por edad, pues son adultos mayores y por la enfermedad que padecen, la cual ya ha sido calificada y se ha determinado que efectivamente padecen una discapacidad, por lo que son sujetos de especial protección constitucional que merecen un trato preferencial por parte del Estado y, por tanto, el análisis de la procedencia de la acción es mucho más flexible. Lo anterior sin tener en cuenta que, como resultado de su estado de salud y de edad, se encuentran en una situación económica precaria al estar imposibilitados para trabajar y proveerse de los medios necesarios para su subsistencia y la de su familia. (…)”  (Subrayas propias)

6.7.  En lo que respecta a la seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela, la Corte Constitucional en la Sentencia SU-060 de 2010, reiteró:
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”. 

 La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que: “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 

De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:   “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”

6.8.  De las pruebas allegadas que obran dentro de la foliatura, se observa que con la demanda se observan las siguientes:  
-  Dictamen pericial No.25053699-15479 del  1º de noviembre de 2018  en el que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez le otorgó a la señora Suárez un porcentaje de PCL 52.57% por las enfermedades: “Hipoacusia Neurosensorial Bilateral, Diabetes Mellitus no Insulinodependiente sin mención de complicación, (osteo) Artrosis Primaria Generalizada, Lumbago No Especificado, y Trastorno afectivo Bipolar no especificado de origen de enfermedad común”, y fecha de estructuración el 14 de junio de 2017 (Fls. 20-24).
-  Resolución SUB 39544 del 15 de febrero de 2019 por medio de la cual Colpensiones negó a la accionante el reconocimiento de la pensión de invalidez, toda vez que no había cotizado 50 semanas dentro de los 3 años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, ya que solo acreditaba aportes hasta el mes de marzo de 2014 (Fls. 28-31).

-  La anterior decisión fue objeto del recurso de apelación por parte de la apoderada de la accionante, en el entendido de que Colpensiones estudiara el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez teniendo en cuente al última fecha de cotización, esto es el 31 de marzo de 2014, con base en la jurisprudencia de la Corte Constitucional que ha referido sobre de estructuración d la PCL específicamente para aquellas personas que padecen de enfermedades crónicas, congénitas y degenerativas (Fls. 32-40), pero Colpensiones la confirmó mediante la Resolución bSUB39544 del 15 (Fls. 44-49).
-  Mediante la Resolución DPE 952 del 21 de marzo de 2019, Colpensiones confirmó lo dispuesto en la Resolución SUB39544 del 15 de febrero de 2019, argumentando que de acuerdo al Concepto BZ_2014_10721634 del 26 de diciembre de 2014, fecha de estructuración sería el 01 de noviembre de 2018 fecha en que se expidió el dictamen, sin embargo, que la accionante no había acreditado entre el 1º de noviembre de 2015 y el 1º de noviembre de 2018  50 semanas de cotización, por tanto no podía ser acreedora de la pensión de invalidez (Fls.42-49). 

-  Reporte de semanas cotizadas en Colpensiones del que se advierte que la accionante cotizó desde el 1º  de febrero de 1996  y el 31 de marzo de 2014, con un total de 749,43 semanas cotizadas (Fl. 50 y 51).
6.9.   Para efectos de determinar si una persona cumple con lo conocido como estado de invalidez, es necesario remitirse a lo dispuesto por los artículos 38 y 39 de la Ley 100 de 1993, que disponen lo siguiente: 
“Artículo 38. Estado de invalidez. Para los efectos del presente capítulo se considera inválida la persona que por cualquier causa de origen no profesional, no provocada intencionalmente, hubiere perdido el 50% o más de su capacidad laboral.
Artículo 39. Requisitos para obtener la pensión de invalidez. Modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003. Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y acredite las siguientes condiciones:

1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración (…)”  (Subrayas propias)
6.10. No cabe duda que el primero de aquellos requisitos lo cumple la accionante, pues se encuentra demostrado que fue calificada con 52.57% de pérdida de la capacidad laboral. Ahora bien, como la entidad demandada negó a la actora la prestación porque no se satisface el presupuesto relacionado con el número de semanas exigidas en la Ley 860 de 2003, en los últimos tres años anteriores a la estructuración, siendo la determinación de esa fecha en que se plantea el debate, ya que la  apoderada de la señora Suárez insiste en que se debe tener como fecha de estructuración de la PCL la última fecha de cotización al sistema pensional de su mandante,  esto es el 31 de marzo de 2014, pues las enfermedades padecidas por la misma son de índole degenerativa, la Sala considera necesario hacer referencia al precedente jurisprudencial que versa sobre la concesión de la pensión de invalidez cuando la pérdida de capacidad laboral se generó por enfermedades degenerativas o progresivas y en la Sentencia T-350 de 2018 la Corte Constitucional expresó lo siguiente:  

“32. Conforme a lo expuesto, para la Corte la invalidez que se agrava progresiva y paulatinamente en el tiempo merece un tratamiento jurídico especial y diferente al que se aplica a los casos ordinarios, que se concreta en la obligación de reconocer la pensión de invalidez con fundamento en todas las semanas cotizadas por el usuario hasta el momento en que presente su solicitud de reconocimiento pensional.

 

En particular, en la sentencia T-710 de 2009, este Tribunal estableció que existen casos en los que, a pesar del carácter progresivo y degenerativo de la enfermedad, la persona conserva sus capacidades funcionales, continúa con su trabajo y realiza aportes al sistema de seguridad social por un periodo de tiempo posterior a la fecha señalada como de estructuración de invalidez. En aquella oportunidad la Corte constató que el accionante se mantuvo activo en el mercado laboral, realizó las cotizaciones a seguridad social y sólo ante el progreso de la enfermedad, tuvo la necesidad de solicitar la pensión de invalidez y realizar la correspondiente calificación de pérdida de capacidad laboral. Bajo ese entendido, se estableció que la negativa de la administradora de pensiones a reconocer los aportes realizados con posterioridad a la determinación de la invalidez genera, de una parte, la falta de reconocimiento de su derecho pensional y, de otra, un beneficio injustificado de los aportes realizados por el usuario.

Posteriormente, en la sentencia T-163 de 2011, esta Corporación señaló que cuando una entidad estudia la solicitud de reconocimiento de pensión de invalidez de una persona que padece una enfermedad crónica, degenerativa o congénita, a la que se le ha determinado una fecha de estructuración de forma retroactiva, se deben tener en cuenta los aportes realizados al Sistema durante el periodo comprendido entre dicha fecha y el momento en que el usuario pierde su capacidad para trabajar de forma permanente y definitiva.

(…)    
De igual manera, en la sentencia T-158 de 2014, la Corte estableció que en el trámite de reconocimiento de pensión de invalidez de una persona que padece una enfermedad crónica, degenerativa o congénita, se debe tener como fecha real y efectiva el momento en que le fue imposible continuar activo en el mercado laboral, producto de la progresión de sus padecimientos. Por ende, es ese el momento en que perdió de forma definitiva y permanente su capacidad laboral y a partir del cual se debe verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos por la normativa aplicable en el caso concreto.

En la sentencia T-486 de 2015, esta Corporación indicó que la negativa de las entidades que administran los fondos de pensiones a reconocer estos derechos prestacionales en las especiales circunstancias descritas, genera la desprotección constitucional de los ciudadanos que persiguen el reconocimiento de su pensión. Por consiguiente, la Corte ha establecido como regla jurisprudencial especial que la verdadera fecha de estructuración de la invalidez es el día en que la persona pierde de forma definitiva y permanente su capacidad laboral, es decir, cuando presenta la reclamación de su pensión de invalidez, lo que implica que las instituciones encargadas del reconocimiento pensional deben tener en cuenta los aportes a pensiones realizados con posterioridad a la fecha de estructuración determinada por la Junta de Calificación de Invalidez. Además, esta fecha determina el régimen jurídico aplicable, pues la invalidez plena y real es un hecho objetivamente verificable y se produce en vigencia de una determinada norma jurídica que regula el acceso a la pensión de invalidez, sin perjuicio de la aplicación del principio de la condición más beneficiosa.

Posteriormente, la sentencia T-111 de 2016, reiteró la jurisprudencia antes citada y fijó unos presupuestos para aplicar esta regla especial de contabilización de semanas cotizadas. Específicamente, es necesario que se cumplan los siguientes requisitos: (i) que el trabajador tenga una pérdida de capacidad laboral mayor al 50% como consecuencia de una enfermedad degenerativa, congénita o crónica; (ii) que luego de la fecha de estructuración, el afiliado haya conservado una capacidad laboral residual que le haya permitido seguir cotizando y completar las 50 semanas exigidas por la normatividad pertinente; y (iii) que no se evidencie el ánimo de defraudar al Sistema General de Seguridad Social.

 

33.  En conclusión, las administradoras de pensiones no pueden desconocer la capacidad laboral residual que conservó una persona afectada por una enfermedad congénita, degenerativa o crónica, durante el tiempo posterior a la fecha de estructuración, por virtud de la cual continuó laborando y realizó las cotizaciones al sistema hasta el momento en el que de forma definitiva le fue imposible continuar trabajando. Por consiguiente, las semanas cotizadas con posterioridad a la fecha de estructuración deben ser tenidas en cuenta para verificar si se cumplen los requisitos exigidos para el reconocimiento de la pensión de invalidez.”  (Subrayas fuera del texto original)
 

Significa lo anterior que las personas que sufren enfermedades degenerativas, progresivas o catastróficas la verdadera fecha de estructuración de la invalidez es el día en que pierde de forma definitiva y permanente su capacidad laboral, es decir, que para el reconocimiento pensional se deben tener en cuenta los aportes a pensiones realizados con posterioridad a la fecha de estructuración determinada por la Junta de Calificación de Invalidez.

6.12. En el caso concreto, la accionante no está ante esa particular circunstancia, toda vez que la misma dejó de cotizar desde el 31 de marzo de 2014 y mediante dictamen del 1º de noviembre de 2018, se determinó que la fecha de estructuración de su PCL corresponde al 14 de junio de 2017.  Es decir,  que no habría razón para aplicar el anterior precedente jurisprudencial en su beneficio en el entendido de que sus padecimientos son catalogados como degenerativos o progresivos, pues las reglas allí establecidas, como se vio, se contemplan para eventos en los cuales el afiliado continúo con sus aportes luego de la fecha de estructuración, situación que aquí no ocurre.
6.13  De tal manera, que resulta indiscutible que la fecha de estructuración que tomó Colpensiones como referencia para negar la prestación de la accionante se estableció teniendo en cuenta la  ocurrencia del padecimiento que contribuyó definitivamente a poner en estado de invalidez de la accionante  Además, porque lo que pretende la abogada de la accionante no es hacer uso del beneficio que le permite tener en cuenta las cotizaciones realizadas con posterioridad a la estructuración, punto esencial del precedente judicial, sino que se tenga en cuenta la estructuración el último período cotizado para efecto de contabilizar la densidad de semanas necesarias, hecho que, como se dijo, no marca el momento en que perdió su capacidad laboral y en consecuencia, al no existir un derecho cierto e indiscutible no era posible acceder a la pretensión reclamada, lo que lleva a confirmar la sentencia estudiada.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 2 de mayo de 2019 por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela promovida por la apoderada judicial  de la señora Carmen Lía Suárez contra Colpensiones.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencia T-406 de 2005


� Fecha de nacimiento el 6 de marzo de 1949, según copia de la cédula de ciudadanía, folio 18 


� Corte Constitucional, sentencia T-080 del 31 de enero de 2008, MP. Rodrigo Escobar Gil.
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